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Buenas tardes doctores.


De manera respetuosa, actuando en calidad de apoderado del demandante y encontrándome dentro
de la oportunidad procesal, presento recurso de apelación en contra de la sentencia anticipada del día 10
de mayo de 2021, notificada por estado el día 11 del mismo mes y año, el cual se encuentra condensado en el
memorial que adjunto, junto con anexo correspondiente.

Cordialmente,

-- 

Jhonathan Arteta Ortiz.
Abogado.
Cel. 300-4953880.
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Señor. 

JUEZ DOCE CIVIL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA. 
Atn. Dr. Carlos Arturo Tarazona Lora. 

Ciudad.  
 

 
PROCESO.  VERBAL – RENDICIÓN PROVOCADA DE CUENTAS. 
DE.   VICTOR PORRAS RAMIREZ. 

CONTRA   JULIO DE JESUS BENITEZ CORRALES. 
RAD.   2017-0262.  

 
 

I. RECURSO DE APELACIÓN 

 
JHONATHAN ANTONIO ARTETA ORTIZ, varón, mayor de edad, vecino de ésta ciudad, abogado 

en ejercicio de su profesión, identificado con la cédula de ciudadanía No. 72.290.185 de la ciudad de 
Barranquilla y portador de la tarjeta profesional No. 191.552 del Consejo Superior de la Judicatura, 

actuando en mi calidad de apoderado judicial del señor VICTOR PORRAS RAMIREZ, de manera 
respetuosa y encontrándome dentro del término oportuno para ello, me permito presentar RECURSO 
DE APELACIÓN, en contra de la sentencia anticipada del día 10 de mayo de 2021, notificada por 

estado el día 11 del mismo mes y año, lo cual hago bajo los siguientes: 
 

II. ARGUMENTOS DEL RECURSO 
 

1. Al momento de proferir su decisión y concluir que mi representado no cuanta con legitimación 
en causa para exigir la rendición de cuentas al demandado, el A-quo no apreció correctamente 
ni tuvo en cuenta las pruebas documentales allegadas al proceso, como lo son:  

 
a) Acta de asamblea No. 7 del día 4 de diciembre de 2014, a través de la cual se hizo una 

reforma a los estautos de la sociedad (Folios 20- 26 del expediente físico) (Páginas 31 - 
37 del expediente digital). 
 

b) Comunicaciones de los días 13 de mayo de 2015 y 26 de octubre de 2016, enviadas por 
mi representado al demandado, solicitando que se convocara a asamblea de socios, que 

riendiera cuentas de su gestión, presentara balances financieros, etc. (Folios 27 - 33 del 
expediente físico) (Páginas 38- 44 del expediente digital). 
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c) Demanda arbitral presentada y anexos, llevada ante la Camara de Comercio de 
Barranquilla, la cual fue aportada al proceso por medio de memorial de subsanación de 

la demanda, del día 5 de octubre de 2017, por medio de la que se ventiló la negativa del 
socio y representante legal demandado, de convocar a asamblea general o 

extraordinaria, de brindar información o permitir ejercer el derecho a inspección, de 
suministrar balances, documentos contables y verificar la existencia de utlidades, entre 
otras cosas. (Folios 36 - 86 del expediente físico) (Páginas 47- 97 del expediente digital). 

 
d) Requerimiento del día 09 de marzo de 2018, hecho por la Superintendencia de 

Sociedades, en donde paralelamente al proceso que nos ocupa, se adelantaba proceso 
verbal a continuación de la demanda arbitral puesta en conocimiento del despacho. 
(Folios 310 ± 333 del expediente físico). 

 
Lo anterior, por cuanto es obligación del juzgador, revisar cada caso en particular y al haber 

valorado correctamente las pruebas allegadas al plenario, en especial las enunciadas, se hubiese 
llegado a las siguientes conclusiones: 

 
a) Que la sociedad conformada por el demandante y demandado, es de aquellas denominadas 

como³Sociedad por acciones simplificadas´, que la misma consta de 2 accionistas solamente, 

en cabeza de los cuales se encuentra por partes iguales, el 50% de las acciones validas de 
la sociedad. 

 
b) Que uno de los socios, más especificamente, el demandado, además de tener el 50% de las 

acciones de la empresa, funge como representante legal de la misma, colocandolo en la 
posición de un accionista controlante, ya que, según la ley y los estatutos de la sociedad, es 
el encargado de convocar asamblea general o extraordinaria de socios, acto que se ha 

negado a realizar. 
 

c) Que el demandado es un accionista controlante, ya que aunque se convoque a asamblea 
general o extraordinaria, la misma sería inocuoa frente al actual ilegal y apropiación de 
recursos de aquel, toda vez que para adoptar cualquier decisión, como aprobación de estados 

financieros, remociones, ordenar el inicio de acciones judiciales, buscar la resarcisión de 
perjuicios y demás, dichos actos deben ser aprobados por lo menos por la mitad más uno de 

las acciones suscritas, lo que en otras palabras significa, que ese mismo socio administrador, 
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es el que tendía que aprobar con su voto favorable, su propia responsabilidad y el que le 

sean adelantadas las acciones judiciales pertinentes, cosa que jamás va a hacer. 
 

d) Que al exigirsele a mi representado que actué a través de la junta de socios, lo coloca en 
una situación imposible, ya que el demandado no la va a convocar y de hacerlo, no iría en 

su contra al momento de establecerse alguna responsabilidad o de suguerirse que se 
adelanten las acciones pertinentes. 
 

2. Si se hubieren adelantado las etapas correspondientes y se hubiere llevado a cabo la audiencia 
de que trata el artículo 129 del CGP, se hubiese traido como prueba sobreviniente al proceso, la 

sentencia proferida por la Superintendencia de Sociedades, del día 22 de mayo de 2018, en 
donde no solo se confirma lo anterior sino que queda en evidencia la declaratoria que hizo dicha 
entidad, respecto de la conducta despalegada por el señor BENITEZ. 

 
3. En los apartes de la sentencia referida y que se aporta con el presente escrito, la 

Superintendencia de Sociedades concluye: 
 

A la luz de lo anterior, el Despacho debe concluir que Julio de Jes~s Benitez Corrales infringiy 
los deberes que le correspondtan como administrador de Fabricaciones Tpcnicas del Caribe 
S.A.S., en los tprminos del numeral 2° del arttculo 23 de la Ley 222 de 1995, al no haberle 
dado cumplimiento a lo previsto en los estatutos y en la ley en cuanto a las convocatorias a 
las reuniones del miximo yrgano social, por no someter a consideraciyn de los asociados los 
estados financieros de la compaxta ni presentar informes de gestiyn en los tprminos del 
arttculo 12 estatutario y 37 de la Ley 1258 de 2008, ast como por no cumplir con el pago de 
impuestos a cargo de la sociedad durante los axos 2015 a 2017. Debe recordarse que el 
arttculo 23 de la Ley 222 de 1995 le impone a los administradores el deber de µ[v]elar por el 
estricto cumplimiento de las disposiciones legales o estatutarias¶, lo cual acarrea, seg~n Reyes 
Villami]ar, µun deber positivo de conducta que se manifiesta en su obvia obligaciyn de poner 
todo su empexo en que se cumplan las normas legales [...] tanto en su actividad como en 
las de sus subalternos¶. 
 
Una vez analizado el material probatorio disponible en el expediente, el Despacho encontry 
que el sexor Porras Ramtrez solicity a travps de comunicaciones escritas, enviadas a Julio de 
Jes~s Benttez Corrales el 13 de mayo de 2015 y 26 de octubre de 2016, una rendiciyn de un 
informe detallado del estado financiero de la compaxta, ast como que se convocara a una 
reuniyn de la asamblea general de accionistas (vid. CD, Folio 11, anexos 5 y 15). Al respecto, 
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debe recordarse que, como se anoty previamente, el ejercicio del derecho de inspecciyn en 
Fabricaciones Tpcnicas del Caribe S.A.S. se encuentra limitado a los cinco dtas hibiles 
anteriores a la fecha establecida para la aprobaciyn de cuentas de fin de ejercicio. Por esta 
razyn, no correspondta al sexor Benttez Corrales proceder a la entrega de informaciyn al 
demandante en oportunidades distintas a la indicada. Ahora bien, lo cierto es que, en todo 
caso, la referida oportunidad tampoco se produjo, toda vez que el representante legal de la 
compaxta nunca convocy, al menos en el periodo 2015-2017, a una reuniyn ordinaria del 
miximo yrgano social a efectos de someter a consideraciyn de los accionistas los estados 
financieros. De aht que tampoco se hubiera dejado a disposiciyn del demandante, en las 
oficinas de administraciyn de la compaxta, la informaciyn contable objeto de inspecciyn. De 
ello tambipn da cuenta la contestaciyn de la demanda, en la que se manifesty que la 
explicaciyn a la aludida omisiyn reposa en una presunta inactividad social.  
 
Es por ello que el Despacho habri de concluir que, ante la falta de convocatoria a reuniones 
ordinarias de la asamblea general de accionistas de Fabricaciones Tpcnicas del Caribe S.A.S., 
se produjo una infracciyn al derecho de inspecciyn del demandante, pues no se le dio la 
oportunidad de examinar la informaciyn contable de la compaxta en el tprmino establecido 
en los estatutos sociales para el efecto.  
 

4. En el resuelve del fallo referido, la Superintendencia de Sociedades, confirma lo dicho en sus 

consideraciones y ordena al señor BENITEZ, convocar a asablea de socios, cosa que hasta el 
momento no ha hecho. 

 
5. CUENTAS YA RENDIDAS POR EL DEMANDADO. Dentro del proceso que nos ocupa, la pasiva 

jamás se opuso a rendir las cuentas solicitadas, por el contrario, con su escrito de contestación 
de demanda presentó las mismas, circunstancia que pone de presente que el demandado, en su 
calidad de socio y representante legal de la empresa FATECAR S.A.S., aceptó su obligación de 

rendir cuentas a su socio, como en efecto lo hizo a través del proceso que nos ocupa, así es que 
más allá de la conclusión a la que llegó el despacho, el demandado reconoció en cabeza de la 

parte activa una legitimación en la causa para pedir. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, la decisión adoptada por el A-quo resulta injusta, totalmente alejada 

de la realidad de las partes en litigio y de la realidad social de nuestro país, en donde se aplica una 
normatividad sin aterrizarla al caso en concreto y a sus particularidades, motivo por el cual debe ser 

revocada por el superior. 
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III. PETICIÓN 

 
De manera respetuosa solicito que se REVOQUE la sentencia proferida y en su lugar, se declare que 

mi representado cuenta con legitimación en la causa para demandar, se declaren probadas las 
objeciones presentadas en contra de la rendición de cuentas presentada por el señor JULIO DE JESUS 

BENITEZ CORRALEZ, condenándolo al pago de los saldos que resulten en favor de mi representado. 
 
Atentamente, 

 
 

 
JHONATHAN ANTONIO ARTETA ORTIZ. 
C.C. No. 72.290.185 de la ciudad de Barranquilla. 

T.P. No. 191.552 del C.S.J. 



 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
SENTENCIA 

 
Superintendencia de Sociedades     Bogotá, D.C.  
 
Partes 
Víctor Porras Ramírez 
 
contra 
 
Julio de Jesús Benítez Corrales 
 
Asunto 
Artículo 24 del Código General del Proceso 
 
Trámite  
Proceso verbal 
 
Número del proceso 
2017-800-00302 
 
Duración del proceso:  
121 días1  
 
 

I. ANTECEDENTES 
El proceso iniciado por Víctor Porras Ramírez en contra de Julio de Jesús 

Benitez Corrales surtió el curso descrito a continuación: 
1. El 18 de octubre de 2017 se admitió la demanda. 
2. El 16 de noviembre de 2017 se cumplió el trámite de notificación. 
3. El 8 de marzo de 2018 se celebró la audiencia judicial convocada por el 

Despacho. 
4. El 22 de mayo de 2018 se presentaron alegatos de conclusión. 
5. Al haberse verificado el cumplimiento de las distintas etapas procesales, 

conforme con lo previsto en el Código General del Proceso, el Despacho se 
dispone a proferir sentencia. 
 

Il. PRETENSIONES 
La demanda presentada por Víctor Porras Ramírez contiene las 

pretensiones que se presentan a continuación: 
1. ‘Se declare que el señor Julio de Jesús Benítez Corrales, en su calidad de 

socio y representante legal de la Sociedad Fabricaciones Técnicas del 
Caribe S.A.S., ha incumplido sus obligaciones y deberes como 
administrador, más específicamente con los estipulados en los artículos 
noveno, duodécimo, décimo tercero y décimo cuarto de los Estatutos de 
ésta y a lo preceptuado en los artículos 150, 151 y 181 del Código de 
Comercio, así como los artículos 23, 34, 45 y 48 de la Ley 222 de 1995, 
toda vez que no ha realizado la convocatoria de Asamblea de socios 

                                            
1 Este término se cuenta, en días hábiles, desde la presentación de la demanda hasta la 
fecha en que se emitió la sentencia de primera instancia, según el método de cómputo 
establecido en los artículos 90 y 121 del Código General del Proceso. 

 

   
No. DE PROCESO 2017-800-00302 

 
Número de Radicado: 2018-01-261764 

 Fecha: 2018/05/22 Hora: 14:11:59 
 Folios: 10 Anexos: NO 
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correspondiente a los años 2015, 2016 y 2017, no ha presentado la 
rendición de cuentas solicitada por el señor Víctor Porras Ramírez, no ha 
preparado ni difundido los estados financieros de propósito general de la 
sociedad, se encuentra en mora respecto de los impuestos de los años 
2015, 2016 y 2017; no ha dado un trato equitativo a su socio, ni le ha 
permitido ejercer su derecho a la inspección, ya que no le ha permitido el 
acceso a la empresa, ni a información relacionada con ésta, como lo son los 
estados financieros y en general los libros y papeles de la sociedad y no ha 
distribuido las utilidades de la misma. 

2. ’Se declare que el señor Julio de Jesús Benítez Corrales, en su calidad de 
socio y representante legal de la sociedad Fabricaciones Técnicas del 
Caribe S.A.S., ha actuado dolosamente y con deslealtad para con el señor 
Víctor Porras Ramírez, negándole el suministro de información relacionada 
con la empresa, el acceso a las instalaciones de la misma, a documentos 
contables y balances, a las utilidades que la empresa ha generado y no ha 
convocado a asamblea de socios. 

3. ’Se declare que los actos u obligaciones adquiridas por el señor Julio de 
Jesús Benítez Corrales, en su condición de socio y administrador de la 
sociedad Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S., durante el tiempo que 
éste desatendió sus obligaciones legales y estatutarias, no endilgan 
responsabilidad alguna al señor Víctor Porras Ramírez. 

4. ’Se condene al señor Julio de Jesús Benítez Corrales, en su condición de 
socio y administrador de la sociedad Fabricaciones Técnicas del Caribe 
S.A.S., a pagar la suma de 100 SMLMV por concepto de indemnización por 
perjuicios morales, causados al señor Víctor Porras Ramírez, ya que al 
negarle el ingreso a la empresa y participación de dividendos o utilidades de 
la misma, mi representado se quedó sin ninguna fuente de ingresos 
económicos, viéndose obligado a mudarse de residencia a una de 
estratificación inferior, experimentando él y su familia un cambio abrupto y 
desmejora en sus condiciones de vida; desmejora en su estado de salud, 
presentando episodios de depresión, ira, desesperación, incertidumbre y un 
alto estrés, circunstancias que también repercutieron en la desmejora sus 
relaciones interpersonales con los miembros de su familia. 

5. ’Se condene al señor Julio de Jesús Benítez Corrales, en su condición de 
socio y administrador de la sociedad Fabricaciones Técnicas del Caribe 
S.A.S., a pagar la suma de veintiocho millones cuatrocientos setenta y 
cuatro mil ciento sesenta y seis pesos con ochenta y dos centavos 
($28.474.166.82), más lo que se logre determinar en cuanto a utilidades 
generadas por la sociedad, por concepto de indemnización por perjuicios 
materiales, causados al señor Víctor Porras Ramírez, generados por los 
préstamos bancarios que este último tuvo que realizar y el dinero que dejó 
de percibir, cuando el demandado le negó el acceso a la empresa, cambió 
las claves de las cuentas bancarias, no convocó a asamblea de socios, no 
hizo la preparación y difusión de estados financieros ni repartió las 
utilidades de la empresa’. 

6. ’Se condene en costas’. 
 

IIl. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 
La demanda presentada ante este Despacho busca que se declare que 

Julio de Jesús Benítez Corrales infringió el régimen de deberes a su cargo como 
representante legal de Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S. Según se 
menciona en la demanda, el señor Benítez Corrales ‘no ha realizado la 
convocatoria [a las reuniones de la asamblea general de accionistas en] los años 
2015, 2016 y 2017, no ha presentado la rendición de cuentas solicitada por el 
señor Víctor Porras Ramírez, no ha preparado ni difundido los estados financieros 
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de propósito general de la sociedad, se encuentra en mora respecto de los 
impuestos de los años 2015, 2016 y 2017; no ha dado un trato equitativo a su 
socio, ni le ha permitido ejercer su derecho a la inspección, ya que no le ha 
permitido el acceso a la empresa, ni a información relacionada con ésta, como lo 
son los estados financieros y en general los libros y papeles de la sociedad y no 
ha distribuido las utilidades de la misma’ (vid. Folio 15). Con base en las 
actuaciones descritas, el demandante solicitó una indemnización de perjuicios. 

Por su parte, el apoderado del demandado manifestó que ‘la [s]ociedad 
actualmente y desde el año 2013 no existe, y por lo tanto [su] poderdante no 
podría negar el acceso a la misma ni tampoco negar información sobre los 
estados financieros y en general libros y papeles de la sociedad, y mucho menos 
distribuir utilidades. El mencionado incumplimiento es también atribuible al señor 
Víctor Porras, en razón a que éste como suplente del representante legal y 
estando ausente el representante legal jamás se ocupó de las obligaciones de la 
sociedad’ (vid. Folio 33). A su vez, indicó que durante los años 2015 a 2017, ‘se le 
ha invitado a conversar sobre la situación de esta sociedad con el propósito de 
liquidar, pero el socio Porras Ramírez, nunca asistió […]’ (vid. Folio 34). 

 
1. Infracciones al régimen de responsabilidad de los administradores 

A continuación, el Despacho procederá a examinar cada uno de los cargos 
formulados en contra de Julio de Jesús Benítez Corrales, con el fin de determinar 
si se produjeron infracciones al régimen de responsabilidad de los 
administradores, según los términos del artículo 23 de la Ley 222 de 1995. 

 
A. Deber de velar por el estricto cumplimiento de las disposiciones 

legales o estatutarias 
De acuerdo con el apoderado del demandante, el señor Benítez Corrales 

infringió los deberes inherentes a su cargo, al no dar estricto cumplimiento a 
ciertas disposiciones legales y estatutarias relacionadas con la obligación de 
convocar a reuniones del máximo órgano social, preparar y difundir los estados 
financieros de los ejercicios sociales de 2015 a 2017, distribuir y repartir utilidades 
y pagar los impuestos a cargo de la compañía,.  

Una vez examinado el material probatorio disponible, el Despacho pudo 
constatar que, en efecto, en el periodo señalado el demandado se ha abstenido de 
convocar a las reuniones del máximo órgano social y, en esa medida, de someter 
a consideración de los asociados los estados financieros, los informes de gestión y 
los proyectos de distribución de utilidades. Además de las contundentes 
afirmaciones del demandante, así lo reconoció expresamente el demandado en su 
contestación de la demanda (vid. Folio 34), y así se entiende confeso en los 
términos de los artículos 205 y 372 del Código General del Proceso.2 Para 
justificar lo anterior, el señor Benítez Corrales señaló que ‘desde hace cuatro (4) 
años […] la sociedad está inactiva’, razón por la cual, a su parecer, no 
correspondía aprobar cuentas ni, mucho menos distribuir utilidades que ‘no 
existen’ (id.).  

En la circunstancia antedicha también parece reposar la explicación 
ofrecida por el demandado para haberse abstenido de dar estricto cumplimiento a 
la obligación de pagar impuestos. En sus palabras, ‘la parálisis de la sociedad’ 
produjo ‘la cesación en los pagos de impuestos y otras obligaciones’ (vid. Folio 
32). […] ‘[E]l demandante conoce perfectamente que la sociedad está inactiva 
desde hace cuatro (4) años, y por esta razón es imposible el suministro de 
información tanto para él como para la Dian y a otras entidades del Estado’ (vid. 

                                            
2
 El demandado no se presentó a la audiencia celebrada el 13 de abril de 2018 ni justificó 

oportunamente su inasistencia. La audiencia en comento había sido citada a efectos de practicar el 
interrogatorio de parte del demandado, entre otras pruebas (vid. Folio 107).  



4 / 10 
Sentencia 

Artículo 24 del Código General del Proceso 
Víctor Porras Ramírez contra Julio de Jesús Benítez Corrales 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

Folio 33). Sobre este particular, el Despacho encontró que, según el estado de 
saldos aportado por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), 
Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S. tiene una deuda vencida por un valor de 
$332.000 correspondiente al impuesto sobre la renta del 2016 (vid. Folio 86).3 Así 
mismo, de acuerdo con la Secretaría Distrital de Barranquilla, a la fecha, 
Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S. adeuda un valor total de $45.926.677 
por concepto del impuesto de industria y comercio (vid. Folio 90, reverso). 

Así las cosas, es suficientemente claro que el demandado infringió deberes 
y obligaciones que le correspondían como representante legal de Fabricaciones 
Técnicas del Caribe S.A.S. Ciertamente, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 20 de la Ley 1258 de 2008, la asamblea general de accionistas será 
convocada por el representante legal. A su vez, el artículo 37 de la citada ley 
dispone que ‘tanto los estados financieros de propósito general o especial, como 
los informes de gestión y demás cuentas sociales deberán ser presentadas por el 
representante legal a consideración de la asamblea general de accionistas para su 
aprobación’. A su turno, el estudio del proyecto de distribución de utilidades 
depende, justamente, de la existencia de estados financieros reales y fidedignos, 
en los términos del artículo 151 del Código de Comercio. Las anteriores 
disposiciones, por lo demás, son concordantes con lo dispuesto por otras reglas 
comerciales aplicables, así como por los estatutos de la compañía, especialmente 
en los artículos octavo y siguientes.  

Ahora bien, en cuanto a las explicaciones aducidas por el representante 
legal de Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S. para justificar tales infracciones, 
lo primero que debe señalarse es que la supuesta inactividad de la compañía no 
puede servirle de excusa para omitir el cumplimiento de las disposiciones legales y 
estatutarias. Si bien es perfectamente factible que una compañía suspenda 
temporalmente sus actividades ante determinadas circunstancias, ello no es óbice 
para que sus administradores no convoquen formalmente a reuniones del máximo 
órgano social a efectos de poner en conocimiento de los asociados el estado 
actual de la compañía, o se abstengan de cumplir sus obligaciones tributarias.  

No debe perderse de vista que corresponde a estos funcionarios ‘realizar 
los esfuerzos conducentes al adecuado desarrollo del objeto social’, así como 
‘velar por el estricto cumplimiento de las disposiciones legales y estatutarias’. En 
esa medida, si pese a los esfuerzos significativos del representante legal por 
desarrollar el objeto social se advierten obstáculos infranqueables, lo propio sería 
poner de presente la situación a los asociados al interior del máximo órgano social 
a efectos de disolverla y liquidarla, en virtud de alguna de las causales legales o 
estatutarias para el efecto.4 En todo caso, este Despacho debe poner de presente 
que la información disponible en el expediente no parece apuntar, precisamente, a 
una imposibilidad de desarrollar el objeto social de Fabricaciones Técnicas del 
Caribe S.A.S. después del 2013. Así, por ejemplo, en el estado de resultados del 
2016 se pudo constatar que la compañía obtuvo ingresos operacionales por 
$572.153.957 (vid. Folio 105, reverso). Lo anterior permite inferir que la sociedad 
continuó con la realización de actividades inherentes a su objeto social. 

Ahora bien, si el representante legal advirtió que la situación financiera de la 
compañía había llegado al punto en que las pérdidas redujeran el patrimonio neto 
por debajo del 50% del capital suscrito, lo propio era, igualmente, convocar a la 
asamblea general de accionistas con el fin de discutir sobre el posible 
acaecimiento de la causal de disolución prevista en el numeral 2° del artículo 457 
del Código de Comercio y en el numeral 7° del artículo 15 de los estatutos (vid. 

                                            
3
 El Despacho se restringió a examinar la infracción invocada durante el término señalado en la 

demanda, esto es, en el periodo 2015-2017.  
4
 En el artículo 15 de los estatutos de Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S. se establecieron 

las causales de disolución de dicha compañía (vid. CD, Folio 11, anexo 4). 
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CD, Folio 11, anexo 4). En este caso, entonces, se habría podido indagar  sobre 
actuaciones encaminadas a enervarla o, en su defecto, decidir la disolución y 
posterior liquidación de la sociedad.5 Sobre el particular, no sobra mencionar que 
el Despacho encontró que, al parecer, la compañía sí se encontraba incursa en la 
causal de disolución en comento durante los años 2015 a 2017. En efecto, según 
los estados financieros aportados al expediente, el patrimonio neto de la sociedad 
se encontraba muy por debajo del 50% del capital suscrito durante los ejercicios 
sociales antes mencionados (vid. Folios 103 reverso, a 106).6 De ahí que, ante la 
situación patrimonial de la compañía, no resulte del todo claro cómo podrían 
distribuirse y repartirse utilidades a sus asociados. En todo caso, estas 
circunstancias, de ser ciertas, sí debieron ser puestas en consideración de los 
accionistas durante reuniones del máximo órgano social.  

Pese a todo lo anterior, no se aportó ninguna evidencia de que se hubiera 
convocado a la asamblea general de accionistas de Fabricaciones Técnicas del 
Caribe S.A.S. con el fin de debatir el escenario en que se encontraba la sociedad, 
así como tampoco para aprobar o improbar estados financieros e informes de  
gestión, de modo que se le permitiera tanto a Víctor Porras Ramírez como a los 
terceros interesados —incluido el Estado— tener conocimiento de la situación de 
la compañía y del desempeño financiero de sus gestores.  

A la luz de lo anterior, el Despacho debe concluir que Julio de Jesús 
Benitez Corrales infringió los deberes que le correspondían como administrador de 
Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S., en los términos del numeral 2° del 
artículo 23 de la Ley 222 de 1995, al no haberle dado cumplimiento a lo previsto 
en los estatutos y en la ley en cuanto a las convocatorias a las reuniones del 
máximo órgano social, por no someter a consideración de los asociados los 
estados financieros de la compañía ni presentar informes de gestión en los 
términos del artículo 12 estatutario y 37 de la Ley 1258 de 2008, así como por no 
cumplir con el pago de impuestos a cargo de la sociedad durante los años 2015 a 
2017.7 Debe recordarse que el artículo 23 de la Ley 222 de 1995 le impone a los 
administradores el deber de ‘[v]elar por el estricto cumplimiento de las 
disposiciones legales o estatutarias’, lo cual acarrea, según Reyes Villamizar, ‘un 
deber positivo de conducta que se manifiesta en su obvia obligación de poner todo 
su empeño en que se cumplan las normas legales […] tanto en su actividad como 
en las de sus subalternos’.8  

Así las cosas, con base en las consideraciones previamente expuestas, lo 
propio sería que el representante legal de Fabricaciones Técnicas del Caribe 
S.A.S. convoque formalmente a una reunión del máximo órgano social a efectos 
de informar sobre la información contable de la sociedad y someter a 
consideración de los accionistas los estados financieros. En tal evento, 
igualmente, podría discutirse acerca de la posibilidad de declarar disuelta y en 
estado de liquidación a la compañía.   

 

                                            
5
 F Reyes Villamizar, Derecho Societario, Tomo I, 3ª Edición (2016, Bogotá D.C., Temis) 831. 

6
 El Despacho encuentra que los estados financieros incorporados al expediente se encuentran 

debidamente certificados, en los términos del artículo 37 del Decreto 2649 de 1993. No debe 
perderse de vista que la Ley 43 de 1990, por medio de la cual se adicionó la Ley 145 de 1960, 
reglamentaria de la profesión de contador público, señala que la firma de un contador público en 
los actos propios de su profesión hará presumir, salvo prueba en contrario, que el acto respectivo 
se ajusta a los requisitos legales y estatutarios. 
7
 En este punto, es importante recordar que los representantes legales son, precisamente, las 

personas encargadas de representar a la sociedad en sus relaciones con terceros. Así, en palabras 
de Reyes Villamizar, ‘[e]l sistema que se plantea en [el artículo 196 del Código de Comercio] 
permite que, salvo estipulación en contrario, se considere que los representantes legales están 
habilitados para hacer presente a la sociedad en todas las relaciones con terceros, en que ésta 
deba comprometerse para el desarrollo de la empresa prevista en los estatutos’. Id. 689. 
8
 F Reyes Villamizar, Derecho Societario, Tomo I, 3ª Edición (2016, Bogotá D.C., Temis) 706 y 707. 
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B. Derecho de inspección 
En criterio del apoderado del demandante, el señor Benítez Corrales ‘no ha 

permitido que el señor Porras Ramírez ejerza su derecho de inspección, 
negándole el acceso a la empresa, a información relacionada con ésta, como lo 
son los estados financieros y en general los libros y papeles de la sociedad’ (vid. 
Folio 3, reverso). El apoderado del señor Benítez Corrales, por su parte, ha 
asegurado que esta afirmación carece de fundamento, toda vez que en ‘el sitio 
donde alguna vez funcionó la sociedad, funciona otra empresa por lo tanto no 
existe la posibilidad de negar el acceso al señor Porras ni tampoco las ordenes de 
entrada por medio de los trabajadores, ya que no existen’ (vid. Folio 34). 

Antes resolver los cargos propuestos sobre el particular, resulta 
indispensable señalar que el derecho de fiscalización individual es una de las 
prerrogativas subjetivas de mayor entidad que surge de la calidad de asociado. 
Constituye, además, un elemento fundamental en el establecimiento de prácticas 
de gobierno corporativo, pues resulta ser un verdadera vía de mitigación de 
problemas de agencia. ‘Consiste en la facultad que les asiste a los asociados de 
examinar, directamente o mediante persona delegada para el efecto, los libros y 
papeles de la sociedad, con el fin de enterarse de la situación administrativa, 
financiera, contable y jurídica de la sociedad en la cual realizaron sus aportes. 
Este derecho, de manera correlativa, implica la obligación de los administradores 
de entregar la referida información, en los términos y condiciones que exigen tanto 
las normas contables, como las normas propias del ordenamiento societario, y los 
estatutos sociales de cada sociedad’.9 

En las sociedades por acciones simplificadas, de acuerdo con lo 
establecido en el inciso segundo del artículo 20 de la Ley 1258 de 2008, ‘[c]uando 
hayan de aprobarse balances de fin de ejercicio u operaciones de transformación, 
fusión, o escisión, el derecho de inspección de los accionistas podrá ser ejercido 
durante los cinco (5) días hábiles anteriores a la reunión, a menos que en los 
estatutos se convenga un término superior’. Ciertamente, por tratarse de 
sociedades de capitales —en las que la gestión de los negocios sociales se 
entrega a los directores de la compañía—, los accionistas no acceden de forma 
permanente a la información societaria. El ejercicio de esta prerrogativa en este 
tipo de sociedades se justifica, más bien, por la necesidad de que los asociados 
‘puedan documentarse suficiente y adecuadamente sobre el aspecto económico 
de la compañía en pos de posibilitar una participación activa en la [reunión de la] 
asamblea, como también el que puedan votar a conciencia las diferentes 
determinaciones puestas a su consideración’.10 El derecho de inspección, sin 
embargo, ‘no tiene carácter absoluto, comoquiera que no puede convertirse en un 
obstáculo permanente que atente contra la buena marcha de la [sociedad]’.11 Es 
por ello que, además de la limitación temporal antes señalada, esta prerrogativa 
no puede extenderse indefinidamente a toda clase de libros y papeles de 
comercio, sino aquellos que guarden relación directa con los asuntos propios de 
las reuniones ordinarias. Adicionalmente, la ley señala expresamente que no son 
objeto de inspección los documentos que versen sobre secretos industriales o que 
puedan ser utilizados en detrimento de la sociedad en caso de ser divulgados. 

En este sentido, el artículo 12 de los estatutos de Fabricaciones Técnicas 
del Caribe S.A.S. establece que ‘[los estados financieros], los libros y demás 
piezas justificativas de los informes del respectivo ejercicio, así como estos, serán 
depositados en las oficinas de la sede principal de la administración, con una 

                                            
9
 Cfr. Superintendencia de Sociedades, Circular Básica Jurídica – Circular Externa n.° 100-1 del 21 

de marzo de 2017.   
10

 Cfr. Superintendencia de Sociedades, concepto n.° 220-176650 del 13 de septiembre de 2016.  
11

 Id.  
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antelación mínima de cinco días hábiles al señalado para su aprobación’ (vid. CD, 
Folio 11, anexo 4). 

Una vez analizado el material probatorio disponible en el expediente, el 
Despacho encontró que el señor Porras Ramírez solicitó a través de 
comunicaciones escritas, enviadas a Julio de Jesús Benítez Corrales el 13 de 
mayo de 2015 y 26 de octubre de 2016, una rendición de un informe detallado del 
estado financiero de la compañía, así como que se convocara a una reunión de la 
asamblea general de accionistas (vid. CD, Folio 11, anexos 5 y 15). Al respecto, 
debe recordarse que, como se anotó previamente, el ejercicio del derecho de 
inspección en Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S. se encuentra limitado a 
los cinco días hábiles anteriores a la fecha establecida para la aprobación de 
cuentas de fin de ejercicio. Por esta razón, no correspondía al señor Benítez 
Corrales proceder a la entrega de información al demandante en oportunidades 
distintas a la indicada. Ahora bien, lo cierto es que, en todo caso, la referida 
oportunidad tampoco se produjo, toda vez que el representante legal de la 
compañía nunca convocó, al menos en el periodo 2015-2017, a una reunión 
ordinaria del máximo órgano social a efectos de someter a consideración de los 
accionistas los estados financieros. De ahí que tampoco se hubiera dejado a 
disposición del demandante, en las oficinas de administración de la compañía, la 
información contable objeto de inspección. De ello también da cuenta la 
contestación de la demanda, en la que se manifestó que la explicación a la aludida 
omisión reposa en una presunta inactividad social.  

Es por ello que el Despacho habrá de concluir que, ante la falta de 
convocatoria a reuniones ordinarias de la asamblea general de accionistas de 
Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S., se produjo una infracción al derecho de 
inspección del demandante, pues no se le dio la oportunidad de examinar la 
información contable de la compañía en el término establecido en los estatutos 
sociales para el efecto.12  
 

2. Acerca de los perjuicios reclamados en la demanda 
Aunque se ha acreditado que Julio de Jesús Benitez Corrales infringió 

múltiples deberes en su calidad de administrador de Fabricaciones Técnicas del 
Caribe S.A.S., es pertinente señalar que tales incumplimientos no dan lugar, 
automáticamente, a la indemnización de perjuicios solicitados por el demandante. 
Para tales efectos, es indispensable que se compruebe la existencia de un 
detrimento patrimonial que sea imputable, en forma específica, a las acciones u 
omisiones del demandado que fueron censuradas. Es decir que la simple 
verificación de infracciones a los deberes de los administradores no exonera al 
demandante de la carga de acreditar, detalladamente, la relación entre los 
incumplimientos y los perjuicios que se solicitan. 

En el presente proceso, el apoderado del demandante solicitó el 
reconocimiento de perjuicios aproximados en la suma de $28.474.166,82 (vid. 
Folio 7, reverso). Como fundamento de ello, presentó un juramento estimatorio en 
el que se describieron los perjuicios sufridos por virtud de las actuaciones del 
señor Benítez Corrales. A título de daño emergente, indicó que se le han causado 
perjuicios por concepto de préstamos realizados, ‘a fin de cubrir sus obligaciones 
familiares y necesidades básicas, desde el momento que no le cancelaron su 
salario y se le impidió la entrada a la empresa’ (vid. Folio 6). A título de lucro 
cesante, indicó que el monto exacto de los perjuicios no lo pudo establecer 
comoquiera que no ha tenido acceso a la información contable de la compañía, 
por lo que los relacionó como ‘utilidades de la empresa […] por definir’ (vid. Folio 

                                            
12

 A lo anterior debe sumarse que el demandado no acreditó haber dejado a disposición del otro 
asociado la información correspondiente, dentro de los cinco días hábiles anteriores a la 
oportunidad prevista en la ley para celebrar reuniones por derecho propio.  
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7, reverso). Por su parte, en sus pretensiones el apoderado del demandante 
solicitó el pago de la suma de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes 
por concepto de indemnización de perjuicios morales ‘causados al señor Víctor 
Porras Ramírez, ya que, al negarle el ingreso a la empresa y participación de 
dividendos o utilidades de la misma, […] quedó sin ninguna fuente de ingresos 
económicos, […] experimentando él y su familia un cambio abrupto y desmejora 
en sus condiciones de vida […]’ (vid. Folio 15, reverso). 

A pesar de lo anterior, el Despacho encuentra que en el presente caso no 
existe una relación de causalidad entre las conductas censuradas y los perjuicios 
solicitados. Ello se debe a que los montos descritos por el demandante 
corresponden a gastos en los que ha incurrido como consecuencia de no recibir 
ingresos a título de dividendos en la compañía. Sin embargo, no se acreditó que la 
sociedad hubiera generado utilidades repartibles durante los años 2015 a 2017, 
razón por la que los supuestos gastos en que habría incurrido el demandante para 
atender a sus necesidades personales no son, precisamente, atribuibles al impago 
de dividendos. Debe recordarse que la existencia de ingresos operacionales de 
una compañía no significa, per sé, que hayan utilidades por repartir entre los 
asociados. Sobre el particular, Reyes Villamizar ha sostenido que ‘para poder 
determinar cuál será el monto de utilidades que recibirá cada socio o accionista en 
un ejercicio social, es preciso cumplir un procedimiento de naturaleza contable 
mediante el cual se le restan a las ganancias obtenidas por la sociedad una serie 
de rubros definidos en la ley y en los estatutos sociales’.13 Con base en lo anterior, 
es precisamente que el máximo órgano social se pronuncia sobre las utilidades 
repartibles, según un proyecto de distribución sometido a su consideración por el 
representante legal. La determinación de tales montos, o la determinación de no 
distribuir dividendos ante la inexistencia de utilidades repartibles, sin embargo, es 
un asunto del resorte eminentemente interno de la sociedad que no corresponde 
definir al Despacho.14  

Por otro lado, en lo referente a los préstamos obtenidos por el demandante 
—señalados en el juramento estimatorio—, así como respecto de los ‘perjuicios 
morales’ solicitados en la demanda —con ocasión de la falta de pago de salarios y 
por habérsele impedido el ingreso a la compañía—, debe señalarse que no es 
claro para el Despacho cómo podría tener relación la falta de pago de salarios con 
el objeto del presente litigio. En verdad, si en criterio del demandante el señor 
Benítez Corrales ha incumplido obligaciones como consecuencia de una relación 
laboral existente entre las partes, ello corresponde apenas a un asunto laboral 
cuyo conocimiento excede las facultades jurisdiccionales atribuidas a esta 
Superintendencia. Ahora bien, si lo que reclama el demandante es que como 
consecuencia de la no repartición de utilidades, tuvo que realizar préstamos para 
sufragar gastos personales y familiares, tampoco es claro cómo dicha 
circunstancia podría resultar aceptable. En verdad, según lo manifestado por el 
señor Porras Ramírez durante la audiencia celebrada el 13 de abril de 2018, 
nunca ha recibido utilidades sociales sino que, más precisamente, recibía un 
reconocimiento como honorarios por los ‘oficios prestados’ a Fabricaciones 
Técnicas del Caribe S.A.S.15 En este orden de ideas, no resulta procedente 
reclamar perjuicios presuntamente originados en el impago de dividendos basados 
en utilidades nunca distribuidas ni aprobadas, cuando los préstamos obtenidos por 

                                            
13

 F Reyes Villamizar, Derecho Societario, Tomo I, 3ª Edición (2017, Bogotá, Temis) 557. 
14

 En palabras de Martínez Neira, ‘[la realización de las utilidades] depende del interés colectivo de 
la sociedad, expresado en la asamblea de accionistas, la que puede optar —con las mayorías de 
ley— por no distribuirlas o incrementar las reservas patrimoniales o apropiar partidas para 
readquirir acciones de la misma sociedad […]’. NH Martínez Neira, Cátedra de Derecho 
Contractual Societario, 1ª Edición (2010, Buenos Aires, AbeledoPerrot S.A.) 230. 
15

 Cfr. Grabación de la audiencia celebrada el 13 de abril de 2018 (vid. Folio 108) 11:30 a 11:58. 
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el demandante pudieron haberse derivado de la falta de recursos ante el 
incumplimiento en el pago de honorarios estrictamente laborales.1617 

Con base en las circunstancias previamente expuestas, el Despacho debe 
concluir que el señor Porras Ramírez no logró acreditar la relación de causalidad 
entre los incumplimientos y los perjuicios que se han solicitado. En estos términos, 
se desestimarán las pretensiones 4 y 5 de la demanda. 

 
3. Acerca de la calidad de representante legal suplente atribuida al 

demandante 
Por lo demás, las pruebas disponibles no dan cuenta de que el señor 

Porras Ramírez, en su calidad de representante legal suplente, hubiera 
representado a la compañía ante una eventual ausencia del representante legal 
principal. En este sentido, el mismo demandado señaló en la contestación  de la 
demanda que el señor Porras Ramírez ‘no asumi[ó] la representación de la 
empresa como suplente que era, en los momentos de ausencia y enfermedad 
prolongada del señor Julio Benitez […] (vid. Folio 33). Sin embargo, nunca se 
acreditó que el demandado hubiera estado ausente temporal o definitivamente de 
la compañía, de tal forma que le fuera exigible al demandante asumir la 
representación legal. Es más, el Despacho no encontró pruebas suficientes de que 
efectivamente el señor Porras Ramírez hubiera actuado en calidad de 
representante legal suplente de Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S. Por el 
contrario, según el certificado aportado por el demandante, las funciones que 
desempeñó al interior de la compañía no están relacionadas con un ejercicio 
administrativo sino, más bien, técnico, tales como la de supervisor y desarrollador 
de proyectos (vid. Folio 58). Así las cosas, el Despacho no podría endilgarle al 
demandante responsabilidad por el incumplimiento de los deberes inherentes a los 
administradores sociales,18 pues debe recordarse que ‘la demostración de que un 
suplente no ha actuado, no sólo puede exonerarle de responsabilidades (Ley 222 
de 1995, art. 24), sino que, además, lo pone a salvo de ciertas prohibiciones 
[…]’.19 

 
IV. COSTAS 

En atención a lo establecido en el numeral 5° del artículo 365 del Código 
General del Proceso, el Despacho se abstendrá de condenar en costas.  

 
En mérito de lo expuesto, la Coordinadora del Grupo de Jurisdicción 

Societaria I, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 
autoridad de la ley, 

RESUELVE 
 
Primero. Declarar que Julio de Jesús Benítez Corrales infringió sus deberes 
como administrador de Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S., en los 
términos de los numerales 2° y 6° del artículo 23 de la Ley 222 de 1995. 

                                            
16

 Sobre el particular, debe resaltarse que, según lo manifestado por la testigo Ruth Maritza 
Hernández Rojas, cuando se le indagó sobre si conocía que al señor Porras Ramírez le hubieran 
retribuido sumas de dinero por concepto de utilidades, indicó ‘a mi esposo Víctor no, utilidades no, 
a él le pagaban era por el trabajo que él realizaba, por los proyectos que él hacía, pero utilidades 
de la empresa no’. Id. 26:40 a 27:04. 
17

 De conformidad con la certificación allegada por el demandante el 14 de marzo de 2018, durante 
el periodo del 2007 al 2013 recibió $36.900.000 ‘por concepto de salario, por cargo que 
desempeñ[ó] al interior de la empresa, como supervisor y desarrollador de proyectos’ (vid. Folio 
58). 
18

 Ello no obsta, sin embargo, para que eventualmente y en la medida en que sea pertinente, el 
demandante asuma las facultades de representación legal y convoque a reuniones del máximo 
órgano social.  
19

 F Reyes Villamizar, Derecho Societario, Tomo I, 3ª Edición (2016, Bogotá, Temis) 691. 
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Segundo. Ordenarle al representante legal de Fabricaciones Técnicas del 
Caribe S.A.S. que convoque, a la mayor brevedad posible, a una reunión de la 
asamblea general de accionistas, a fin de informarles a los asociados acerca de 
la situación contable de la compañía, someter a su consideración los estados 
financieros que no han sido objeto de aprobación y adoptar las medidas que se 
consideren necesarias según lo expuesto en la parte considerativa de esta 
sentencia. 
 
Tercero. Declarar que las actuaciones u omisiones estudiadas en esta 
providencia respecto de Julio de Jesús Benítez Corrales, en su condición de 
representante legal de Fabricaciones Técnicas del Caribe S.A.S., no implican la 
responsabilidad de Víctor Porras Ramírez. 
 
Cuarto. Desestimar las demás pretensiones de la demanda. 
 
Quinto. Abstenerse de condenar en costas. 
 

 

 
La anterior providencia se profiere a los veintiún días del mes de mayo de 
2018 y se notifica en estrados. 
 
 

 
MARIA VICTORIA PEÑA RAMIREZ 
COORDINADOR GRUPO JURISDICCIÓN SOCIETARIA 1 

 

 


